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1- ASUNTO 

 

Resolver la impugnación presentada por RICARDO AHUMADA CASTILLO, en contra del 

fallo de tutela de 13 de enero de 2026, proferido por el Juzgado Treinta y Tres de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, en el que declaró improcedente el amparo 

deprecado. 

  

2- HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES 

 

2.1 Fueron sintetizados en la decisión de primera instancia de la siguiente manera:  

 

“Explicó el accionante que participó en el concurso de méritos adelantado por la Fiscalía 
General de la Nación, inscribiéndose para el empleo denominado Conductor II, Código I-307-AP-05-
(18). 

 

Indicó que, durante la etapa de valoración de antecedentes, evidenció varias irregularidades 
en la asignación del puntaje correspondiente a su experiencia laboral y formación académica. Por tal 
motivo, el 19 de noviembre de 2025 presentó la reclamación respectiva contra dicha decisión, 
argumentando en debida forma las razones por las cuales su experiencia y educación formal están 
relacionados con el cargo al cual se postuló. 

 

No obstante, manifestó que el 16 de diciembre de 2025 fue notificado de la repuesta emitida 
por la autoridad encargada del concurso de méritos, mediante fueron (sic) negadas todas las 
pretensiones elevadas en su reclamación. 

 

En virtud de lo anterior, sostiene el accionante que se le están vulnerando sus derechos 
fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al acceso al desempeño de funciones y cargos 
públicos. En consecuencia, solicitó que se ordene a la UT Convocatoria FGN 2024 reconocer la 
experiencia certificada por las empresas Azimut LTDA, Granadina de Vigilancia LTDA y Colviseg 
LTDA.” 
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2.2 Correspondió el trámite tuitivo al Juzgado Treinta y Tres de Ejecución de Penas 

y Medidas de Seguridad de Bogotá, que, mediante auto de 26 de diciembre de 2025, avocó 

conocimiento y dispuso el traslado a la UNIÓN TEMPORAL CONVOCATORIA FGN 2024; 

igualmente, vinculó a la UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA y a los CANDIDATOS DE LA 

LISTA DE ELEGIBLES EN FIRME DEL EMPLEO DEMONIMADO CONDUCTOR II, CÓDIGO I-

307-AP-05-(18). 

 

3- DE LA DECISIÓN IMPUGNADA 

 

El 13 de enero de 2026, el juez de primer grado declaró improcedente el amparo y 

adveró que, RICARDO AHUMADA CASTILLO acude a la acción de tutela por cuanto la UNIÓN 

TEMPORAL CONVOCATORIA FGN 2024, durante la valoración de antecedentes dentro del 

concurso de méritos de la Fiscalía General de la Nación, no validó los certificados laborales 

y de educación aportados. 

 

Al respecto, el fallador aseguró que la demandada no ha trasgredido los derechos 

fundamentales del libelista, dado que su actuación se ciñó a las reglas de la convocatoria 

por cuanto el accionante tuvo la oportunidad de impugnar la decisión adoptada, en virtud 

de lo cual, la accionada le informó que los anexos adjuntados no tienen relación con las 

funciones del empleo denominado Conductor II, nivel jerárquico Asistencia y Código I-307-

AP-05-(18). 

 

Asimismo, destacó que no se vulneró el derecho fundamental a la igualdad, puesto 

no se demostró que las administradoras del proceso de selección hayan ejercido un trato 

discriminatorio al petente respecto de los otros aspirantes; de igual forma, en torno al 

derecho de acceso a cargos públicos, expuso que, la participación de AHUMADA CASTILLO 

en el procedimiento adelantado por la UNIÓN TEMPORAL CONVOCATORIA FGN 2024, no le 

impide desempeñarse en otros cargos, máxime si se tiene en cuenta que, la inscripción en 

esa clase de convocatorias constituye tan solo una expectativa. 

 

Así las cosas, adujo que, no se acreditó la concurrencia de un perjuicio irremediable 

que amerite la intervención del juez constitucional de forma transitoria, de modo que, no 

es el mecanismo constitucional la vía idónea para desatar la discusión planteada en el líbelo 

tutelar, ya que RICARDO AHUMADA CASTILLO cuenta con la jurisdicción contencioso 

administrativa para que se resuelvan sus reclamos. 
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4- DE LA IMPUGNACIÓN 

 

Notificado el tutelante del proveído, manifestó: buenas tardes su señoría, a través 

del presente expreso mi voluntad de impugnar el fallo de tutela de la referencia, a fin de 

que el caso sea estudiado por la siguiente instancia. 

 

5- CONSIDERACIONES  

 

De conformidad con el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, en atención a que la 

presente acción de tutela fue repartida en debida forma, este Tribunal es competente para 

resolver la presente impugnación al ser el superior funcional del juzgado de primera 

instancia. 

 

De entrada, téngase en cuenta el artículo 86 de la Constitución Política dispone que 

toda persona cuenta con la acción de tutela para solicitar, en cualquier momento y lugar, 

la protección inmediata de sus prerrogativas fundamentales, cuando las mismas resulten 

vulneradas o amenazadas por la acción u omisión de alguna autoridad pública o de un 

particular en los casos expresamente señalados en el ordenamiento jurídico, para que, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, los jueces los amparen siempre que el 

afectado no cuente con otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice transitoriamente 

para evitar un perjuicio irremediable. En un Estado social de derecho la protección de tales 

garantías debe ser real y material. 

 

Así pues, en el caso bajo análisis, el Tribunal advierte que se encuentran satisfechos 

los requisitos generales de procedencia de legitimación en la causa por activa1 y pasiva2, 

así como la exigencia de inmediatez3.  

 

Ahora, en cuanto al principio de subsidiariedad, ha establecido la Corte Constitucional 

que, “conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de tutela solo 

procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En otras palabras, 

las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que el 

sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus 

 
1 Artículo 86 de la Constitución Política y el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991. 
2 Corte Constitucional, sentencia T-348 de 2018 
3 Ibídem. 
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derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional 

como vía preferente o instancia judicial adicional de protección.”4 

 

No obstante, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa judicial, el 

alto Tribunal en cita ha determinado que existen dos excepciones que justifican su 

procedibilidad: “(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver 

las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso 

estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y, (ii) cuando, pese a existir un 

medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, 

caso en el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio.”5  

 

Con miras a abordar esta condición de procedibilidad, recuérdese que, RICARDO 

AHUMADA CASTILLO, acude al trámite constitucional con el propósito de que se amparen 

sus derechos fundamentales y se ordene al extremo pasivo valorar los certificados laborales 

y educativos aportados en el marco de la CONVOCATORIA FGN 2024 para aspirar al cargo 

de Conductor II, nivel jerárquico Asistencia y Código I-307-AP-05-(18), puesto que, bajo 

su consideración, acreditan experiencia relacionada y, en consecuencia, solicita se le asigne 

un nuevo puntaje.  

 

Con tal marco, téngase en cuenta que, en reciente pronunciamiento, la Corte 

Constitucional fijó los criterios de procedencia de la acción de tutela en casos de concursos 

de méritos y recalcó que, por regla general, el mecanismo tuitivo es improcedente en 

contra de los actos administrativos de trámite y definitivos que se profieren en el desarrollo 

de la convocatoria, salvo que el debate planteado en la solicitud de amparo sea de índole 

constitucional o se esté ante un perjuicio irremediable; en concreto, explicó lo siguiente: 

 

“Improcedencia general de la acción de tutela respecto del acto administrativo definitivo o 
de aquellos de trámite que definen situaciones jurídicas concretas, salvo que se presente uno se los 
siguientes supuestos: (i) se formule un problema constitucional que desborde las competencias del 
juez administrativo o (ii) se configure un perjuicio irremediable. 

 

En el caso del acto administrativo que conforma la lista de elegibles y aquellos de trámite 
que definen situaciones jurídicas concretas, como la exclusión de un participante, tales se constituyen 
en actos administrativos definitivos, por regla general, susceptibles de control principal y directo ante 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Solo de manera excepcional serán de conocimiento 
del juez de tutela, cuando (i) se plantee un problema de naturaleza constitucional que desborde las 
competencias del juez administrativo o (ii) se busque evitar la consolidación de un perjuicio 
irremediable. 

 

(…) 

 
4 Corte Constitucional, sentencia T-375 de 2018. 
5 Ibídem. 
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Un asunto es de naturaleza constitucional y propio de los jueces de tutela cuando la 
controversia no puede resolverse adecuadamente sin acudir a la Constitución y a la interpretación 
sobre el contenido y alcance directo de los derechos fundamentales. En cambio, un asunto es de 
legalidad cuando, por ejemplo, (i) puede resolverse con la interpretación de leyes, códigos o normas 
infraconstitucionales, sin que persista una afectación directa, real o grave a un derecho 
fundamental; (ii) los alegatos se soportan esencialmente en discusiones procedimentales o 
administrativas, como el cumplimiento de requisitos, trámites o actuaciones, más que en la vigencia 
directa del derecho fundamental presuntamente comprometido o (iii) cuando el debate tiene como 
trasfondo un desacuerdo técnico o probatorio sobre un asunto legal que se presenta como un debate 
constitucional. 

 

(…) 

 

Como se expuso, la sola circunstancia de que un concurso de méritos se encuentre en curso, 
o avance con celeridad, no constituye por sí misma la única razón para habilitar de manera 
excepcional la intervención del juez constitucional, pues se reitera que el juez contencioso puede 
restablecer el derecho in natura y colocar a los demandantes en la situación en la que estaban antes 
de expedirse los actos, así como adoptar remedios pertinentes al efecto (…)”.6 

 

Al descender al caso concreto, es claro que la acción de tutela deviene 

improcedente, en primer lugar, porque la controversia planteada por RICARDO AHUMADA 

CASTILLO no reviste naturaleza constitucional, sino eminentemente legal y técnica. 

 

Ciertamente, el accionante reprocha la valoración de los soportes labores y 

académicos que aportó en la fase de valoración de antecedentes de la convocatoria FGN 

2024, al considerar que, constituyen experiencia relacionada conforme con los parámetros 

fijados por el acuerdo, el manual de funciones del cargo y las normas que regulan el oficio; 

asimismo, cuestiona que, por errores técnicos de la plataforma del concurso SIDCA3, uno 

de las constancias aportadas desapareció y no pudo ser valorada,  

 

Sin embargo, tales alegatos constituyen un mero desacuerdo respecto los 

parámetros para calificar las labores y estudios adelantados por el aspirante de cara a la 

vacante a la que se presentó, así como frente a las fallas del sistema de cargue de la 

información, en otras palabras, son discusiones en torno a la legalidad del proceso 

calificativo y la idoneidad de los soportes, más no debates atinentes a la vulneración 

directa, actual y grave de un derecho fundamental que solo pueda resolverse a partir de 

la intervención del juez constitucional.   

 

En verdad, la discusión propuesta exige confrontar los certificados con normas 

legales, actos administrativos de convocatoria, criterios técnicos de evaluación y 

herramientas tecnológicas de manejo de datos, lo cual, corresponde al ámbito propio de 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de ahí que, constituyen asuntos de 

 
6 Corte Constitucional, sentencia T-008 de 2026. 
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legalidad que requieren de un escenario probatorio amplio y especializado, impropio del 

trámite sumario y excepcional de la acción de tutela.  

 

Recuérdese que, [l]a idoneidad del mecanismo judicial existente debe analizarse con 

base no solo en la agilidad del proceso en sí, sino también con fundamento en la posibilidad 

de esclarecer de manera satisfactoria la complejidad probatoria de un caso. Es decir, es 

admisible que el proceso ordinario resulte más demorado que la acción de amparo para 

resolver una controversia sin que ello pueda ser visto como falta de idoneidad, pues al 

tratarse la tutela de un mecanismo sumario en muchas ocasiones no es el adecuado para 

resolver aquellos casos donde es necesario obtener un amplio o complejo material 

probatorio.7 

 

Aunado a lo anterior, el acto administrativo a través del que se despachó 

desfavorablemente la reclamación referente a la validación de los certificados labores y 

académicos y se confirmó el puntaje obtenido, es susceptible de ser controvertido mediante 

el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, en el que, por demás, se 

pueden solicitar medidas cautelares.  

 

Igualmente, en armonía con la jurisprudencia previamente citada, la sola 

circunstancia de que el concurso de méritos se encuentre en curso o avance hacia etapas 

posteriores no habilita, por sí misma, la procedencia excepcional de la acción de tutela. 

 

En efecto, el hecho de que el proceso de selección continúe su trámite no constituye 

un perjuicio irremediable ni torna ineficaz el medio de control ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, comoquiera que, el juez natural conserva la facultad de 

restablecer el derecho conculcado (si lo hay) y puede adoptar las medidas correspondientes 

para retrotraer la actuación al estado anterior a la vulneración alegada. 

 

Así pues, la continuación de la convocatoria no desvirtúa el principio de 

subsidiariedad ni convierte a la acción tutela en una instancia paralela de revisión técnica 

de las decisiones adoptadas en el concurso. 

 

Por lo demás, RICARDO AHUMADA CASTILLO no allegó medios de prueba que 

acrediten la ocurrencia de un perjuicio irremediable y, esta sala tampoco la avizora, ya 

 
7 Corte Constitucional, sentencia T-233 de 2020. 
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que, más allá de los reproches frente a la calificación obtenida en la etapa de valoración 

de antecedentes, lo cierto es que, no dijo nada frente a la urgencia del amparo solicitado, 

por el contrario, conforme a la información ofrecida por la UNIÓN TEMPORAL CONVOCATORIA 

FGN 2024, obtuvo un puntaje que le permite continuar en la convocatoria del cual se 

deriva solamente una expectativa que impide el surgimiento de un derecho subjetivo 

susceptible de protección.  

 

Acerca de lo anterior, la Corte Constitucional, explica: 

 

“Contrario a lo expuesto por los jueces de tutela en estos casos y lo expuesto por el apoderado 
judicial de algunos de los accionantes, la Sala Segunda de Revisión considera que, de acuerdo con 
el material probatorio del expediente de tutela acumulado, los accionantes no acreditaron el 
acaecimiento de un perjuicio irremediable que justificara la intervención excepcional y transitoria del 
juez constitucional, por las razones que pasan a explicarse: 

  

167. En primer lugar, porque los accionantes no demostraron la inminencia del perjuicio, es decir, la 
existencia de un peligro real y concreto para sus derechos fundamentales, pues sus alegatos se 
basaron en una expectativa y no en la demostración de una afectación desproporcionada de un 
derecho del cual acreditasen ser titulares. Al respecto, esta Corporación ha señalado que no se 
configura un perjuicio irremediable cuando los accionantes “contaban con una mera expectativa de 
ser nombradas en los cargos a los cuales concursaron, sin que se haya consolidado un derecho a 
acceder de inmediato a los cargos públicos”. En relación con la existencia de un derecho adquirido 
en materia de concursos de méritos, se ha precisado jurisprudencialmente que se requiere 
acreditar: (i) que la persona participó en el concurso; (ii) que su nombre haya sido incluido en la 
correspondiente lista de elegibles; y (iii) que exista una vacante para ser designado. Ninguna de 
estas circunstancias fue acreditada en estos casos particulares”.8 

 

En suma, se concluye que, la presente acción constitucional es improcedente, pues 

el promotor cuenta con las vías judiciales ordinarias para hacer valer sus pretensiones y 

discutir los debates que planteó en la presente salvaguarda, sin que hubiese demostrado 

la ineficacia de dichos medios, por lo que, se impone confirmar la sentencia de primer 

grado. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, en Sala 

de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por mandato 

de la Constitución, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela de 13 de enero de 2026, proferido por 

el Juzgado Treinta y Tres de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, en el 

que declaró improcedente el amparo deprecado por RICARDO AHUMADA CASTILLO, 

 
8 Corte Constitucional, sentencia T-008 de 2026. 
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identificado con la cédula de ciudadanía número 11.519.696, por las razones expuestas en 

la parte motiva de esta decisión. 

 

SEGUNDO: INFORMAR que contra esta providencia no procede recurso alguno.  

 

TERCERO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 
EFRAÍN ADOLFO BERMÚDEZ MORA 

Magistrado 

 
FABIO DAVID BERNAL SUÁREZ 

Magistrado 
 

AUSENCIA JUSTIFICADA 
LUIS ENRIQUE BUSTOS BUSTOS 

Magistrado 
 


